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Radicación Nro.

66001-31-05-005-2013-00634-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


María Isabel Corrales Escobar 
Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:
REGIMEN DE TRANSICION. Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.
REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ PREVISTA EN EL ACUERDO 049 DE 1990 APROBADO POR EL DECRETO 758 DEL MISMO AÑO. Dispone el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que cumplan las siguientes condiciones:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, doce de octubre de dos mil dieciséis, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 21 de julio de 2015, dentro del proceso que promueve la señora MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2013-00634-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora María Isabel Corrales Escobar que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a cancelar la prestación económica desde el 1º de junio de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: Nació el 8 de julio de 1948, cumpliendo los 55 años de edad en la misma calenda del año 2003; el 31 de mayo de 2005 elevó solicitud de reconocimiento pensional, sin embargo, por medio de la resolución Nº 05358 de 3 de agosto de 2006 se resolvió negativamente la petición; el 14 de abril de 2008, luego de realizar cotizaciones en el Consorcio Prosperar, solicitó nuevamente la prestación económica, pero nuevamente fue negada, esta vez mediante la resolución Nº 10042 de 17 de octubre de 2008; desde el 1º de marzo de 2008 se encuentra vigente convenio entre el Gobierno Colombiano y el Reino de España, en el que se establecen los requisitos para acreditar los tiempos de servicios prestados en ese país, motivo por el que solicitó la corrección de la historia laboral con el fin de que se le tuvieran en cuenta los periodos cotizados en España; por lo anterior, pidió en el mes de julio de 2012 la reactivación del expediente administrativo, sin embargo, al no obtener respuesta, inició acción de tutela en contra de la entidad demandada ante el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, quien en providencia de 28 de enero de 2013 tuteló el derecho fundamental a la petición y le ordenó a Colpensiones resolver de fondo el asunto; a través de la resolución Nº GNR 187375 de 19 de julio de 2013 se le negó nuevamente el reconocimiento de la pensión de vejez; al revisar esos actos administrativos se evidencia que la entidad accionada no le tiene en cuenta algunos tiempos de cotización efectuados en el Reino de España y otros periodos en los que sus empleadores se encuentran en mora, tal y como se relaciona en la demanda.
Al contestar la demanda –fls.58 a 62- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de hechos, menos los relacionados con las afirmaciones que la demandante hace sobre los periodos de cotización realizados en el Reino de España y la supuesta mora por parte de algunos empleadores que relaciona en el libelo introductorio, frente a los cuales manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción”, “Buena fe” y “Genéricas”.

Mediante auto de 28 de agosto de 2014 –fl.69- el Juzgado Quinto Laboral del Circuito ordenó la integración del litis consorcio necesario con el Ministerio del Trabajo.

Al dar respuesta al libelo introductorio –fls.90 a 92- el Ministerio de Trabajo aceptó el contenido de los actos administrativos emitido por Colpensiones y la existencia del acuerdo entre el Gobierno Colombiano y el Reino de España. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de fondo que denominó “Falta de legitimación por pasiva”, “Inexistencia de la facultad y consecuente deber jurídico de este Ministerio para reconocer, reajustar, negar, sustituir, liquidar, reliquidar o revisar un derecho pensional” y “Prescripción”.
En sentencia de 21 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que los tiempos que se registran en mora por parte de los empleadores Sinaltrainal y Luis Fernando Salazar entre el 1º de enero de 1996 y el 30 de septiembre de 1999 deben ser tenidos en cuenta en la historia laboral del accionante, adicionando por esos periodos un total de 141,47 semanas. Posteriormente definió que el tiempo de servicios en el Reino de España no puede ser acumulado en la historia laboral, por cuanto no se ha terminado de surtir el trámite entre los organismos de enlace del mencionado país y el Gobierno Colombiano, los cuales deben estar certificados en formularios ES/CO-02.
Determinada esas situaciones y al revisar la historia laboral de la demandante, estableció que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama, por ser beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y por acreditar los requisitos del Acuerdo 049 de 1990, esto es, haber cumplido 55 años de edad el 8 de julio de 2003 y tener cotizadas dentro de los 20 años anteriores 524 semanas. Por tales motivos condenó a Colpensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 1º de junio de 2013 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales; ordenándole cancelar un retroactivo pensional igual a la suma de $18.439.950 causado entre el 1º de junio de 2013 y el 30 de junio de 2015. Igualmente condenó a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 1º de junio de 2013.
De la misma manera le ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones continuar con el trámite para la validación de los tiempos de servicios prestados por la actora en el Reino de España, y en consecuencia modificar el monto de la mesada pensional si hay lugar a ello.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Es la señora María Isabel Corrales Escobar beneficiaria del régimen de transición prevista en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Reúne la demandante los requisitos necesarios para que se le reconozca la pensión de vejez?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

REGIMEN DE TRANSICION. 
Según el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 son beneficiarios del régimen de transición quienes hubiesen cumplido 40 o 35 años al momento de entrar a regir la ley 100 de 1993, según se trate de hombres o mujeres, o quienes acrediten más de 15 años de servicios cotizados.
2. REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ PREVISTA EN EL ACUERDO 049 DE 1990 APROBADO POR EL DECRETO 758 DEL MISMO AÑO.    

Dispone el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que cumplan las siguientes condiciones:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.

EL CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir, que en esta instancia se encuentra fuera de toda discusión que los 1458 días de servicios que alega haber prestado la demandante en el Reino de España entre los años 1997 y 2001, como lo explica en el capítulo de razones de derecho de la demanda –fls.3 a 6 y 9 a 16-, no pueden ser tenidos en cuenta en el proceso, pues así lo determinó la funcionaria de primer grado sin que tal situación hay sido objeto de apelación por parte de la señora María Isabel Corrales Escobar y adicionalmente porque al revisar la totalidad del expediente, no se ha remitido al proceso por parte de Colpensiones o el Ministerio de Trabajo los formularios ES/CO-02 diligenciados por el organismo de enlace del Reino de España, para acreditar con certeza los tiempos de servicios prestados por la actora en ese país.
Sentado lo anterior y antes de resolver los problemas jurídicos señalados previamente, se analizará si había lugar a sumar a la historia laboral de la demandante los tiempos que la a quo determinó que se encontraban en mora por parte de los empleadores Sinaltrainal y Luis Fernando Salazar entre el 1º de enero de 1996 y el 30 de septiembre de 1999.
Para dilucidar esa situación, en primer lugar es de recordar que la señora Corrales Escobar manifiesta en el capítulo de razones de derecho de la demanda que entre los años 1997 y 2001 estuvo prestando sus servicios en el Reino de España, por lo que resulta imposible que en ese tiempo estuviera prestando sus servicios en Colombia a favor de alguno de los empleadores relacionados anteriormente. 
Es que al observar la demanda, la accionante claramente solicita que se estudie la mora en que posiblemente incurrieron esos empleadores en los siguientes ciclos: Con Sinaltrainal entre el 1º de enero de 1995 y el 31 de diciembre de esa misma anualidad y con Luis Fernando Salazar desde el 1º de enero de 1996 hasta el 31 de diciembre de 1997; evidenciándose con claridad que la misma accionante en ningún momento afirma haber prestado sus servicios a favor de estos presuntos empleadores más allá del 31 de diciembre de 1997.
Ahora bien, al analizar la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.162 a 168-, se encuentran las siguientes conclusiones frente a la mora patronal alegada:

1. Con el empleador Sinaltrainal se evidencia una afiliación el 1º de febrero de 1995 y se hacen cotizaciones ininterrumpidas hasta el 31 de diciembre de 1995, reportándose por ese periodo la totalidad de aportes efectuados, esto es, los correspondientes a 47.14; es decir, que frente a lo que alega la parte actora, únicamente no se le contabiliza el mes de enero de 1995, pues como se dijo anteriormente su afiliación por parte de esa entidad se hizo el 1º de febrero de 1995; lo que indica que no se trata de un tema de mora, sino eventualmente de falta de afiliación o afiliación tardía, pero dentro del proceso no obra prueba que permita colegir que la señora María Isabel Corrales Escobar prestó sus servicios a favor de esa empresa desde esa calenda, ni tampoco fue vinculada al proceso con el fin de que se definiera esa situación.

2. A partir del 10 de enero de 1996 se realiza afiliación de la actora por parte del empleador Luis Fernando Salazar, quien cotiza los 21 días de ese periodo correspondientes a 3 semanas y el periodo completo del mes de febrero de 1996 que corresponden a 4.29 semanas. Del 1º de marzo de 1996 hasta el 30 de septiembre de 1999 se registran todos los ciclos en mora. No obstante lo anterior, esos ciclos que se relacionan en mora no pueden ser sumados a la historia laboral de la demandante, pues dentro del proceso no hay prueba alguna que demuestre que la relación laboral se extendió hasta el 30 de septiembre de 1999, pues por el contrario, la propia actora manifestó que en el año 1997 prestó sus servicios en el Reino de España, situación ésta que denota la imposibilidad de sumar en ese mismo periodo, tiempos por servicios en Colombia.
Conforme con lo expuesto, se decidirá la instancia, teniendo en cuenta únicamente la densidad de semanas que se reportan en la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.162 a 168-, pues como se dijo anteriormente, no hay lugar a sumar semanas adicionales a las reportadas en ese documento.
Según el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Única del Círculo de La Celia –fl.24 del cuaderno de 2ª instancia- la señora María Isabel Corrales Escobar nació el 8 de julio de 1948, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 45 años de edad, siendo de esta manera beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
Según la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.162 a 168- y la resolución Nº GNR 187375 de 19 de julio de 2013 –fls.42 y 43- la actora antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones había prestado sus servicios en el sector público y en el privado, por lo que tiene la posibilidad de que se le reconozca la pensión si cumple con los requisitos previstos en la Ley 71 de 1988 o en el Acuerdo 049 de 1990.
En ese aspecto, exige la Ley 71 de 1988 para acceder a la pensión de jubilación por aportes, que se cumplan 55 años de edad en el caso de las mujeres y 20 años de servicios. Los 55 años de edad los cumplió la señora María Isabel Corrales Escobar el 8 de julio de 2003 y en toda su vida laboral tiene reportados 913,43 semanas de aportes entre el sector público y privado, que equivalen a 17.76 años de servicios; por lo que no tiene la posibilidad de pensionarse bajo ese régimen pensional.
Ahora, el Acuerdo 049 de 1990 establece que para acceder a la pensión de vejez se acredite el cumplimiento de 55 años de edad para las mujeres y que hayan cotizado 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas de cotización en cualquier tiempo. Como se dijo anteriormente, la señora Corrales Escobar cumplió los 55 años de edad el 8 de julio de 2003 y según la historia laboral en toda su vida laboral realizó cotizaciones al régimen de prima media con prestación definida por un tiempo correspondiente a 888 semanas, de las cuales 383,41 fueron realizadas entre el 8 de julio de 1983 y la misma calenda del año 2003; por lo que no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama.
No obstante lo anterior, como en la historia laboral de la señora María Isabel Corrales Escobar no se reflejan los periodos de cotización efectuados en el Reino de España como se dijo anteriormente, se le ordenará a la Administradora Colombiana de Pensiones que una vez se envíen los formularios ES/CO-02 validando esos tiempos de servicios, proceda en sede administrativa a estudiar si con esas semanas la accionante cumple con los requisitos para que se le reconozca la pensión de vejez.

En el anterior orden de ideas, se revocarán los ordinales primero, segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y octavo de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 21 de julio de 2015 e igualmente se modificará el ordinal séptimo de la mencionada providencia.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 70%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR los ordinales PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO y OCTAVO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. MODIFICAR el ordinal SÉPTIMO de la sentencia emitida el 21 de julio de 2015, el cual quedará así:
“SÉPTIMO. ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que continúe con el trámite de validación de los tiempos de cotización efectuados por la señora MARÍA ISABEL CORRALES ESCOBAR en el REINO DE ESPAÑA, en los términos establecidos en la Ley 1112 de 2006 y el Acuerdo Administrativo de 28 de enero de 2008 y una vez remitidos los formularios ES/CO-02 proceda a estudiar si la demandante cumple los requisitos para que se le reconozca la pensión de vejez.”.
TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.
CUARTO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 70%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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